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Se resuelve la impugnación de Coljuegos EICE, respecto de la sentencia de 

17 de mayo de 2022, proferida por el Juzgado Tercero Promiscuo de Familia 

de Palmira, dentro de la acción de tutela instaurada por Geovany Moreno 

Domínguez  frente a la recurrente, con la citación del Ministerio de Hacienda 

y Crédito Público y el Ministerio de Salud y Protección Social.  

 
I.  ANTECEDENTES RELEVANTES 

 
1. El objeto de la tutela y sus fundamentos 

 

1.1. El accionante solicitó amparar los derechos fundamentales a un debido 

proceso, honra, buen nombre y familia, los cuales considera violentados por 

la entidad denunciada. Como consecuencia, ordenar se revise lo actuado al 

interior del proceso administrativo adelantado en su contra, en el cual resultó 

multado y se deje sin efecto lo decidido.  

 
1.2. En sustento de lo anterior, refirió haber sido sancionado por la entidad 

cuestionada con una millonaria suma, ante el funcionamiento en el andén de 

su establecimiento de comercio, no al interior del mismo, de unas máquinas 
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tragamonedas. En adición, los elementos encontrados por los funcionarios 

de la Gerencia de Control a las Operaciones Ilegales de Coljuegos, en 

compañía de la Policía Nacional, no eran de su propiedad. Fuera de ello, 

durante el procedimiento administrativo no contó con la asistencia de un 

abogado por falta de recursos y no se le designó uno de oficio.  

 

2. Las réplicas 

 

2.1. Coljuegos EICE, señaló haber respetado el debido proceso, al punto de 

intervenir accionante, presentar testimonios y recurrir infructuosamente la 

sanción mediante reposición y apelación, inclusive queja. Además, justificó 

la multa en las evidencias recaudadas y practicadas, demostrativas de la 

“operación ilegal de juegos de suerte y azar en la modalidad de localizados, 

en el establecimiento de comercio”, pues no se tenía permiso para explotar 

la actividad. Adujo también la inexistencia de un mandato legal que obligue 

designar un abogado de oficio. Igualmente, indicó la inutilización de los 

recursos ordinarios para demandar el acto administrativo. 

 

2.2. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, informó no tener 

competencia para decidir lo solicitado por el accionante. En el mismo 

sentido, en términos generales, el Ministerio de Salud y Protección Social.  

 

3. Fallo de primera instancia 

 

El juzgado tuteló el derecho al debido proceso. Encontró, dejando a salvo la 

defensa técnica, que la denunciada omitió tener en cuenta la información 

suministrada por el accionante en el escrito de defensa, donde indicaba a un 

tercero como propietario y responsable de la actividad enjuiciada. En 

particular, disponer lo pertinente para vincular a la persona señalada. 

 

Dispuso en consecuencia, dejar sin efectos el acto administrativo 

sancionatorio y toda la actuación adelantada, y ordenó a Coljuegos EICE 
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vincular al “señor ALEXIS TORRES (…) surtido lo anterior obviamente, 

dirimirá el asunto en la forma que conforme a su independencia y autonomía 

corresponda”. 

 

4. La impugnación  

 
Coljuegos EICE, reprochó la decisión, por cuanto no se cumplían los 

requisitos de subsidiariedad e inmediatez para dispensar el amparo. En 

adición, se quejó de la incongruencia del juzgado, en tanto, halló respetado 

el debido proceso, no obstante, terminó protegiéndolo. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. El principio de subsidiaridad  

 

Frente a la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, la acción 

de tutela, precisamente, instituida para ponerlos a salvo, solo procede 

cuando existiendo medios de defensa judicial para conjurar un perjuicio 

irremediable e irreversible, no resultan eficaces para el efecto. El requisito 

de subsidiariedad, sin embargo, también se mide desde una esfera negativa, 

en cuanto se neutraliza en los casos en que el supuesto agraviado 

desaprovechó o desperdició las alternativos a su disposición para erradicar 

del ordenamiento las causas de la transgresión.  

 

La Corte Constitucional, reiterando doctrina anterior, así lo tiene definido. La 

acción de tutela, dice, “es improcedente si quien ha tenido a su disposición 

las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni 

adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por 

cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales 

ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos 

fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su 
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vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario 

que ofrece el artículo 86 superior”1.   

 

Como se observa, la incuria en la activación de los procedimientos y 

recursos para rescatar los derechos fundamentales, se erige en una 

modalidad impeditiva de la tutela. Salvo que la inutilización de tales medios 

encuentre una justificación extraordinaria, en cuyo caso el respectivo “deber 

argumentativo y demostrativo recae en quien concurre en sede de amparo”2. 

Lo contrario, en lugar de servir dicha acción a la defensa de las garantías 

superiores, terminaría vulnerando otros postulados constitucionales, como 

el de seguridad jurídica, necesarios para la paz social y convivencia pacífica. 

 

2. El caso concreto 

 

2.1. Frente a lo expuesto, no cabe duda, contrario a lo concluido por el 

juzgado de primer grado, la acción de tutela no era de recibo. En la hipótesis 

de haberse vulnerado el derecho fundamental a un debido proceso 

administrativo, el accionante, Geovany Moreno Domínguez, una vez agotó 

los recursos procedentes en la vía gubernativa, contaba con la oportunidad 

de impugnar ante la jurisdicción contencioso administrativa el acto 

administrativo que lo declaró contraventor y le impuso la multa. 

 

En el expediente consta que las sanciones se impusieron el 8 de enero de 

2021, y los recursos de reposición y apelación se resolvieron el 29 de junio 

y 27 de julio, siguiente, inclusive una queja declarada improcedente el 15 de 

septiembre del mismo año. No obstante, conforme se prevé en los artículos 

138 y 164, literal d) del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, el ahora accionante tenía cuatro meses para 

demandar lo pertinente y no aparece que lo haya hecho. 

 

                                                
1 Sentencia T-082 de 2016. 
2 Corte Constitucional. Sentencia T-649 de 2016. 
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2.2. Si lo anterior fuera poco, el denunciante, en el escrito de tutela, se limitó 

a quejarse por la falta de defensa técnica. En ninguna parte, ni siquiera 

después, señaló las razones por las cuales debía flexibilizarse el hecho de 

no haber ejercitado los medios de defensa judicial. Frente a una justificación 

verdaderamente extraordinaria, como se dijo, la carga del “deber 

argumentativo y demostrativo recae en quien concurre en sede de amparo”. 

 

2.3. Para abundar, el juzgado emplazado concluyó que desde el punto de 

vista de la defensa técnica el debido proceso administrativo se había 

observado a cabalidad, según a espacio lo explicó. El tutelante, pese a serle 

adversa en el punto la decisión, ningún reproche elevó y esto conlleva a 

entender que la aceptó en su integridad. Con todo, si se examina de oficio 

lo así resuelto, la Sala encuentra lo discurrido en coherencia con la realidad 

procesal. La interposición de los recursos procedentes en la vía gubernativa, 

inclusive una queja improcedente, por sí, permite colegir que los caros 

derechos de defensa y contradicción fueron cabalmente ejercitados.     

 

2.4. El contexto expuesto, a su vez, claramente advierte la intrascendencia 

de citar a un supuesto propietario y responsable de las máquinas 

tragamonedas, según lo ordenó el juzgado, porque la caducidad de las 

acciones contencioso administrativas, no permitía revivirlas. Salvo que, cual 

quedó fijado, la inactividad de la parte agraviada se encuentre excusada 

constitucionalmente y ello por ninguna parte fue planteado.  

 

En el mejor de los escenarios, la vinculación del tercero debía partir de un 

hecho cierto e indiscutido, en concreto, de la calidad de propietario y 

responsable, pero no para investigar si aquel realmente tenía dicha 

condición. Menos cuando ese, precisamente, fue el tema objeto de discusión 

en el transcurso de la actuación administrativa. Distinto es que, para decidir 

la cuestión en forma adversa al actor constitucional, se haya incurrido en una 

falta calificada al apreciar las pruebas sobre la propiedad y responsabilidad 
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de las máquinas tragamonedas, empero, esto tampoco se abordó en el 

escrito de tutela ni en ningún otro. 

 

3. Conclusión 

 

La ausencia del requisito de subsidiariedad, en la esfera negativa, y la falta 

de argumentación y de prueba para darlo por establecido, no permite a la 

Sala avalar lo decidido por el juzgado de instancia. 

 

III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Buga, 

Sala de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Constitución 

Política y de la Ley, revoca la sentencia impugnada de procedencia y fecha 

conocida. En su lugar niega por improcedente la acción de tutela.   

 

Notificar este pronunciamiento a los interesados por el medio más expedito, 

cual lo dispone el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991, y remitir el 

expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Los Magistrados, 

 

HÉCTOR MORENO ALDANA 

 

MARÍA PATRICIA BALANTA MEDINA 
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(En uso de permiso) 

JUAN CARLOS SANTACRUZ LÓPEZ 

 

 

 

 

 

 

 


